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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes José Carlos Mahía, Vicepresidente y Pablo Álvarez López (Ad-hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bruno, Beatriz Costa, Hugo E. Cuadrado y Julio M. 


Musetti. 
DELEGADO 
DE Señor Representante Horacio Yanes. 
SECTOR: 


INVITADOS: Señor Subsecretario de Educación y Cultura, doctor Felipe Michelini, y señor Presidente de 
la Comisión del Patrimonio Artístico y Cultural de la Nación, Manuel Esmoris. 


SEÑOR PRESIDENTE (Mahía).- La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida al doctor 
Felipe Michelini y al señor Presidente de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de 
la Nación, señor Manuel Esmoris. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Agradezco una vez más a la Comisión 
de Educación y Cultura por el hecho de formular la invitación a este Ministerio. Naturalmente, quiero 
dejar constancia de los saludos del señor Ministro, ingeniero químico Jorge Brovetto, y sus excusas por 
no poder participar de esta sesión. 


Al mismo tiempo, reitero el agradecimiento por la paciencia que esta Comisión ha tenido esperando una 
mejor oportunidad para que nosotros pudiéramos concurrir. Por diversas razones, primero de agenda y luego 
de salud, no pudo hacerse antes. 


Por último, lamento que algún legislador que, según nos consta, está interesado en el tema, no se encuentre 
presente. Nos imaginamos que vendrá o, en todo caso, por supuesto que estamos a las órdenes para 
complementar fuera de la sesión, si así correspondiere. 


Como es sabido, el Ministerio de Educación y Cultura tiene básicamente cinco cometidos: la educación, la 
cultura, la innovación, ciencia y tecnología para el desarrollo, los derechos humanos y la justicia. El 
Ministerio ha hecho un enorme esfuerzo para poder tener un seguimiento, desde las más altas jerarquías, de 
todos los aspectos vinculados a esta Cartera, bajo cinco Direcciones Nacionales que se corresponden con esos 
cinco cometidos. Además, contamos con catorce unidades ejecutoras. Una de ellas es la Comisión del 
Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación, que preside el señor Esmoris. Es una Comisión 
honoraria, con una integración de varios miembros. Esta Comisión tiene competencia nacional y cuenta con 
un bajísimo presupuesto. Tiene competencias y cometidos especialísimos, entre otros, el de articular con los 
diecinueve Gobiernos Departamentales la preservación del patrimonio histórico. En ese sentido, quiero dejar 
expresa constancia del reconocimiento que el Ministerio de Educación y Cultura hace al trabajo invalorable 
de esta Comisión, que tiene una orientación determinada en esta Administración. También reconocemos el 
trabajo histórico que la Comisión ha tenido con esas características de servicio público honorario. A muchos 
nos recuerda la presencia de figuras muy destacadas en el ámbito cultural, que presidieron esta unidad 
ejecutora del Ministerio de Educación y Cultura. 


A su vez, deseo subrayar que la Comisión ha hecho un enorme esfuerzo para tratar de consolidar y fortalecer 
lo que ya se venía haciendo, tratando de ordenar algunos aspectos. Uno de ellos es el tema de los buques, que 
el señor Esmoris va a presentar en detalle. Ya advertimos, a modo de titular, que la posición del Ministerio de 
Educación y Cultura en ese sentido es muy clara. La legislación vigente -el Decreto Ley N” 14.343 y su 
decreto reglamentario, el Decreto N* 692/86- es a nuestro entender una normativa insuficiente y defectuosa. 
En este sentido estamos trabajando y hay un borrador que, más allá de cuestiones particulares y de otros 
detalles que el señor Esmoris va a plantear, muestra la voluntad de adelantar una regulación, sin perjuicio del 
análisis acerca de la Convención sobre la Protección del Patrimonio Cultural Subacuático aprobada en París, 
el 2 de diciembre de 2001, y de la legislación que el Poder Legislativo pueda aprobar, si así lo considera. 


Por último, quiero recordar que estamos trabajando sobre las diversas preguntas que se formularon en la 
sesión anterior. No nos hemos olvidado de esas interrogantes y preocupaciones que plantearon varios señores 
integrantes de esta Comisión, y esperamos a la brevedad poder concretarlas. 


Si el señor Presidente lo permite, cedo la palabra al señor Esmoris. 
SEÑOR ESMORIS.- Muchas gracias por el recibimiento; espero satisfacer todas las preguntas. 


Quiero dar cuenta de que el cargo que me toca ocupar, según la Ley_N* 14.040, tiene como titular al señor 
Ministro de Educación y Cultura, en su defecto al señor Subsecretario y, en ausencia de este, a quien habla. 
Es decir que depende directamente del Poder Ejecutivo, del señor Ministro y del señor Subsecretario. 


Como dijo el señor Subsecretario, el cargo tiene carácter honorario, algo perimido de acuerdo con la 
envergadura de la tarea. Se trata de una ley del año 1971 que debemos reformar, a la que aún no hemos 
tenido tiempo de hincarle el diente ya que necesitamos un proceso de consulta y participación en la medida 
de lo posible. O sea que hay una tensión entre las tareas cotidianas que tiene la Comisión, que las hereda. 


En ese sentido, quiero remarcar que nosotros asumimos el 29 de julio del año pasado -hace apenas un año- 
con una herencia de temas complejos y diversos, con más de mil doscientos monumentos nacionales en todo 
el país y con diversos asuntos y de requerimientos que diariamente se están planteando. Por ejemplo, 
nosotros tenemos a nuestro cargo -tal vez los legisladores y los ciudadanos en general no lo sepan- la salida 
de bienes culturales que son autorizados o no por nuestro país; me refiero a bienes que están en los remates, 
objetos singulares, material rodante. Hay una serie de competencias que, con el tiempo -desde 1971 hasta la 
fecha-, se ha agrandado y eso no ha tenido una correlación con el formato institucional ni con los recursos 
económicos que estén acordes con las obligaciones. 


En este sentido, quiero remarcar que una de las debilidades importantes que tiene la Comisión del 
Patrimonio, que he asumido y que me gustaría revertir en la medida de las posibilidades, es que algunos de 
los funcionarios, que son profesionales dedicados -concretamente, arqueólogos-, tienen unos ingresos 
mensuales que oscilan entre los $ 4.000 y $ 7.000. Como saben -esto sí lo tienen bastante claro porque ha 
sido tema de la Ley de Presupuesto y de la Rendición de Cuentas-, parte de ellos tienen el estatus de becarios. 
La responsabilidad económica y cultural que está en juego no tiene correlación con la remuneración y 
dedicación "full time" que desarrollan. 


En este momento, dentro de la Comisión del Patrimonio hay treinta y tres expedientes sobre barcos hundidos. 
En el año, se tratan unos ochenta expedientes entre idas y venidas; traje uno que comienza en el año 1998, 
con idas y venidas. 


Por otro lado, desde el punto de vista jurídico -esto es lo más importante-, tenemos el decreto del año 1986, 
que reglamenta la Ley N* 14.343. En el año 1975 surge la idea -que luego se transformó en ley- de que para 
limpiar los puertos es posible generar una situación por la cual un privado, tras el mecanismo de licitación, 
pueda desarrollar la tarea -en el puerto hay infinidad de chatarra, de desperdicios- y que los beneficios de los 
objetos que van como material para fundición, etcétera, se dividan a la mitad entre el privado y el Estado. Esa 
ley, que es del año 1975, nunca se aplicó, porque no es rentable. Los puertos uruguayos siguieron contratando 
empresas y pagando por ello. 


Hay un desarrollo o un conocimiento, y surgen los llamados buscadores de tesoros, la Prefectura Nacional 
Naval, para ordenar el tema, genera un proyecto que se transforma en un decreto de ordenamiento de las 
parcelas de mar, a los efectos de que los distintos buscadores de tesoros no las disputen. El Decreto 
Reglamentario N* 692/986 del Poder Ejecutivo da competencias absolutamente secundarias a la Comisión del 
Patrimonio, como la de sugerir, asesorar, pero los contratos y la gestión de los yacimientos arqueológicos -los 
buques hundidos- se realizan por parte de la Prefectura Nacional Naval. 


La potestad sobre un yacimiento arqueológico -como es un casco hundido-, por ley y por norma, no la tiene 
la Comisión del Patrimonio; sí la tiene la Prefectura Nacional Naval, que establece contratos que implican 
responsabilidades económicas por parte del Estado en caso de incumplimiento y posibles acciones judiciales 
-como las hubo- con los buscadores de tesoros. La Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de 
la Nación hace informes a partir de lo que envía la Prefectura Nacional Naval. En más de un caso, los 
informes o las decisiones de la Prefectura Nacional Naval no han tenido en cuenta las recomendaciones de la 
Comisión del Patrimonio. 


Creemos -y hay que dar cuenta de ello- que en la opinión pública la Comisión del Patrimonio, en general e 
históricamente, ha estado en el piquete por las objeciones culturales que ha marcado a los buscadores de 
tesoros. Esta Administración ha buscado que los Ministerios de Educación y Cultura y de Defensa Nacional, 
es decir, la Comisión del Patrimonio y la Prefectura Nacional Naval, actuaran en conjunto, lo que ha sido una 
medida importante y novedosa. De modo que tenemos un acuerdo programático, fruto de la experiencia de 
todos estos años. Como insinuó el señor Subsecretario, eso se trasunta en el Decreto que hemos promovido, 
de suspensión de nuevos permisos y de concesión de un año más de plazo a los permisos ya otorgados para 
que puedan seguir trabajando. 


Este Presidente, los integrantes de la Comisión del Patrimonio y sus funcionarios no conocemos los 
contratos; nunca vi un contrato entre la Prefectura Nacional Naval y un buscador de tesoros. Sin embargo, 
como se trata de yacimientos arqueológicos y bienes con valores culturales, estamos habilitados a intervenir 
por el artículo 14 de la Ley N* 14.040 y el texto reglamentario. 


Quiero mencionar -esto no es novedad, ya lo expresaba el señor Subsecretario- que en la Comisión del 
Patrimonio, desde la vuelta a la democracia, desde el año 1985, ha habido un pacto político-cultural. No ha 
habido diferencias político-partidarias que hayan llevado a posiciones encontradas a partir de la pertenencia a 
un partido político. Me importa resaltar esto porque personalidades de distintos partidos -no voy a mencionar 
a ninguna en especial- coinciden con la política que se ha llevado adelante. Quien habla y el resto de los 
integrantes de la Comisión del Patrimonio heredamos esa cultura institucional con mucha alegría. Lo que está 
sucediendo en este momento no es el resultado de la política de esta Administración, sino el fruto de una 
herencia y quizás, sí, el aceleramiento de un proceso que venía preparándose dentro de esa cultura 
institucional. De modo que reconocemos a todas las personalidades y funcionarios que durante estos veinte 
años han trabajado en la Comisión del Patrimonio, en la que puede haber matices, pero no diferencias de 
fondo. Eso ha quedado claro en la prensa y en la opinión pública por parte de todos aquellos que se dedican 
al quehacer cultural histórico-patrimonial. 


El otro punto muy importante para esta Comisión y para quien habla es que este no resulta un tema prioritario 
para la Comisión del Patrimonio. Este es un tema prioritario solamente para quienes tienen intereses 
económicos. Los intereses económicos son legítimos, pero la forma en que tratan a los restos de yacimientos 
va en detrimento del bien cultural. Un indicador de ello es que por lo menos tres arqueólogos uruguayos que 
trabajaban con buscadores de tesoros, renunciaron; en este momento no hay un solo arqueólogo uruguayo 


que trabaje con buscadores de tesoros. Renunciaron, porque los buscadores de tesoros no respetaban los 
principios culturales. Entonces, se ha recurrido a algún arqueólogo argentino que ha manejado hasta quince 
proyectos al mismo tiempo, cuestión materialmente imposible, salvo que tenga un estudio de arqueólogos a 
su cargo, que no era el caso. Es decir que la comunidad académica especializada en este tipo de cuestiones, a 
título individual y general, ha abandonado y está en desacuerdo con este trabajo, y no ha podido alcanzar 
ningún acuerdo con los buscadores de tesoros. 


Voy a poner un ejemplo para que ese manejo y los problemas en los que nos vemos embarcados queden 
claros. Terminal Cuenca del Plata, que tiene la concesión de la playa de contenedores, necesita extraer arena 
para ampliar la playa de contenedores sobre la escollera Sarandí. Para eso se plantearon dos posibilidades. 
Como la cantidad de arena en tierra no se puede retirar porque se generaría un desequilibrio ambiental y 
ecológico muy significativo, se planteó extraer arena del banco Inglés o del banco de Arquímedes. Para eso 
se realizó una prospección arqueológica, de acuerdo con los requerimientos que solicitó la Comisión del 
Patrimonio. En el banco Inglés la prospección se realizó con el asesoramiento del doctor Martín Bueno, 
especialista de la Universidad de Zaragoza, que ha estado en Uruguay en varias oportunidades dictando 
conferencias, y de un geólogo. Estuve personalmente en el banco Inglés porque quería ver si lo que estaba 
impreso era real. Como existen técnicas parecidas al "photoshop" -que yo no conocía; tal vez ustedes las 
conozcan- por las cuales es posible trucar imágenes, quería saber si era posible trucar este tipo de 
información. Entonces, fui hasta el banco Inglés con el geólogo español que contrató Terminal Cuenca del 
Plata, en un navío de la Armada. Allí me di cuenta de que eso no es posible porque hay que violar el código 
del programa; se necesita un "hacker" para eso. Por lo tanto, la prospección arqueológica y todas las 
prospecciones hechas con esta tecnología no son falsificables; son las prospecciones más serias, realizadas 
con el instrumental más contemporáneo. 


Quiero acotar que el monto de la prospección arqueológica supera los US$ 100.000. Hay un beneficio para 
Terminal Cuenca del Plata. Si se obstruye el accionar de la draga, se rompe y se detiene. También hay un 
beneficio cultural porque de esa manera nosotros tenemos un inventario. En definitiva, no estamos hablando 
de un monto menor, forma parte de un inventario y fue hecho de acuerdo con los recaudos que solicitó la 
Comisión del Patrimonio. Sin embargo, como esa zona ha sido concedida por contrato a unos buscadores de 
tesoros, previamente hubo que pactar que esa información, que debería ser reservada para evitar la 
depredación, también pudiera ser conocida por los buscadores de tesoros, de modo que Terminal Cuenca del 
Plata no tuviera que enfrentarse a una eventual demanda. ¿Qué es lo que hacen? Envían la información que 
paga la Terminal Cuenca del Plata; ellos acceden a dicha información por contrato. No olvidemos que allí 
figuran todos los hallazgos, todos los puntos, y que solamente hay siete barcos. 


La Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación tiene que analizar 163 hallazgos, 
aunque solo haya, por ejemplo, un neumático en el banco Inglés. 


Es decir, ellos no pagan una información de valor arqueológico muy significativa pues la obtienen a través de 
un contrato, información que Terminal Cuenca del Plata solo quería manejar con la Comisión del Patrimonio 
Histórico, Artístico y Cultural de la Nación. Luego esta Comisión tiene que analizarla y denunciarla. 


Por lo tanto, la ventanilla y las horas hombre de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de 
la Nación, y de nuestros arqueólogos se ven totalmente saturadas por este tipo de expedientes, que se 
obtienen por esos de procedimientos. 


SEÑOR MUSETTI.- El señor Esmoris manifestó que se está trabajando en un proyecto a efectos de 
actualizar el Decreto-Ley que creó la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la 
Nación, y agregó que el cargo que hoy ocupa como Presidente de esa Comisión pasaría a ser rentado. 
Quisiera saber si la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación tal como hoy 
la conocemos desaparecería en el nuevo proyecto para transformarse en una nueva Unidad Ejecutora 
en el Ministerio o cuál sería su formulación jurídica y de funcionamiento. 


En cuanto a la búsqueda de buques hundidos -si no entendí mal- se dijo que promedialmente se tratan 80 
solicitudes por año, de las cuales hoy hay 33 expedientes armados y en estudio, que a los permisos 
concedidos se les extendió su plazo por un año más a efectos de que pudieran seguir investigando y 
trabajando, y que no se conocen los contratos de autorizaciones. Quisiera saber cómo es posible que se 
prorroguen los plazos si no se conocen los contratos, y cómo es que no se conocen los contratos si tenemos 


en cuenta que los Ministerios de Educación y Cultura y de Defensa Nacional están trabajando 
coordinadamente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Me voy a referir a la primera pregunta 
del señor Diputado; las otras las contestará el Presidente de la Comisión del Patrimonio Histórico, 
Artístico y Cultural de la Nación. 


Lo que nosotros planteamos como una introducción de la actual ubicación institucional de la Comisión del 
Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación en el organigrama del Ministerio de Educación y 
Cultura -y por ende, en el organigrama del Poder Ejecutivo- fue a efectos de señalar una debilidad de diseño 
institucional para abordar estos temas que, como bien decía el señor Esmoris, debe administrar 2.200 
monumentos nacionales en todo el país, velar por su conservación y establecer las directivas a quienes deben 
velar por ellos. En este marco se ubicaba la preservación de los buques. En forma clara el decreto 
reglamentario -norma vigente- establece un rol muy secundario a la Comisión del Patrimonio Histórico, 
Artístico y Cultural de la Nación respecto a los buques; concretamente me refiero al artículo 11 del Decreto y 
al literal e) del artículo 4* del Decreto N* 692/86. 


Lo que manifestaba el señor Esmoris es que este diseño institucional no satisface a los miembros de la 
Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación, a quien la preside ni al Ministerio de 
Educación y Cultura, comenzando por el señor Ministro Brovetto, el Director de Cultura y quien habla. Allí 
vemos una herramienta que ha tenido un papel muy importante en ese pacto político-cultural, pero que 
actualmente tiene deficiencias notorias. 


Por lo tanto, estamos trabajando, pero no con la rapidez que quisiéramos, a efectos de su manifestación. 


Respecto a cuál será el formato de transformación de la actual Unidad Ejecutora Comisión del Patrimonio 
Histórico, Artístico y Cultural de la Nación, no lo sabemos; seguramente para ello se requerirá de una ley 
que, como saben los señores Diputados, será objeto de debate y de discusión en este ámbito. 


Y más allá del cargo de Presidente de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la 
Nación, quiero decir que hay funcionarios con alta calificación técnica que con estos niveles salariales se les 
hace muy difícil poder trabajar y abordar estas dificultades. 


SEÑOR ESMORIS.- El proyecto de decreto está pactado y es anterior a mi asunción ¡Por suerte! 
Reitero que es parte de una política cultural generada entre grupos de trabajo en los que participaron 
el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Armada Nacional y la Comisión del Patrimonio Histórico, 
Artístico y Cultural de la Nación. Esta no es una iniciativa exclusiva de esta Comisión -para esto se 
realizaron seminarios- y, reitero una vez más, es anterior a la asunción de la actual Administración. 
Esto proviene de la Administración anterior, y es uno de los tantos resultados de ese pacto político- 
cultural que ha caracterizado al tratamiento de los bienes patrimoniales, y sobre el que muy pocas 
veces ha habido diferencias significativas. 


En cuanto a la prórroga de los plazos sin conocer los contratos, es de señalar que se confía en la palabra de 
los representantes, que son quienes tienen los contratos. Con el anterior Prefecto Naval de Montevideo, actual 
Jefe del Arma, Almirante Fernández, en el mes de diciembre llegamos a un acuerdo de palabra, que hemos 
promovido, respecto a llevar adelante ese decreto. 


Lo que quiero marcar es la cantidad de temas y de horas, pues hay que ver que no solo se trata de 
monumentos nacionales sino también, por ejemplo, de iniciativas del candombe, de que el departamento de 
Soriano reclama la vuelta del antropolito de Mercedes, de que el departamento de Salto quiere homenajear a 
la figura de Pascual Harriague, y de los requerimientos de los señores Diputados. A todo esto hay que dar 
respuesta y no he tenido tiempo para hacerlo, y no es porque no haya querido dedicarme en profundidad a 
este tema sino porque no me ha quedado mucho tiempo libre en mi trabajo. Reitero, no he tenido tiempo de 
solicitar un contrato, analizarlo y ver sus implicancias. Hay que tener en cuenta que este no es un tema de la 
Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación, porque su objetivo es, en primer lugar 
y ante todo, velar por el bien cultural. Me hago cargo de que en todo momento he procurado de que ninguna 
acción de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación llegase a implicar algún 


perjuicio contra las arcas del Estado, hecho que ya sucedió, siendo algo muy grave por el monto, que fue muy 
significativo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Quisiera referirme a la afirmación del 
señor Presidente de la Comisión en el sentido de que no tiene a la vista los contratos. No entendemos 
eso como algún tipo de acusación. De acuerdo al Decreto N” 692/86 los contratos tienen que estar 
inscriptos en la escribanía de la Marina. Entonces, en la medida en que son documentos públicos, como 
legisladores o ciudadanos los podríamos pedir. La orientación del señor Presidente de la Comisión del 
Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación es que en la confección de sus contratos la 
Comisión no tiene voz, voto ni opinión. Esa es la clave. Por tanto, la expresión 'no vimos los contratos" 
no quiere decir que se los hayan negado a la Comisión, sino que no se han pedido porque, entre otras 
cosas, esta no puede opinar si esos contratos están bien o mal. La Comisión es llamada básicamente 
cuando los buques antiguos -como los denomina el decreto- pudiesen tener valor histórico. Tanto el 
artículo 11 como el 4 en su literal E) establecen las condiciones y requisitos que la Comisión fija para la 
extracción. 


Lo que quiso decir el señor Esmoris es, en primer lugar, que la Comisión no puede establecer otro tipo de 
condiciones en los contratos. En segundo término, que no tiene posibilidad material o fáctica de verificar si 
se hace una contratación sin previa consulta a la Comisión. En definitiva, el valor histórico de ese buque en 
particular es una apreciación del Ministerio de Defensa Nacional a través de la Prefectura Nacional Naval. 


De todas formas, rescato lo que decía el señor Esmoris en el sentido de que se ha venido trabajando desde 
antes del 29 de julio -inicio de esta Administración en la Comisión-, y ahora se lo está haciendo en forma 
mancomunada, a efectos de mantener criterios en conjunto. Como saben, la coordinación horizontal entre la 
Administración del Estado y aún más de las propias unidades ejecutoras de cualquier Ministerio son de por sí 
difíciles de lograr. Por lo tanto, quería resaltar esto a los efectos de intentar contestar la preocupación del 
señor Diputado. 


SEÑOR MUSETTLI.- Personalmente, interpreté las palabras del Presidente de otra manera, por lo que 
hice la pregunta. 


Queda claro que los contratos son documentos públicos y que cualquier ciudadano puede tener acceso a ellos 
en la medida que se presenten al Registro y se los solicite. Por eso creo que la aclaración da luz a la duda, 
porque personalmente había interpretado algo distinto. 


SEÑOR BRUNO.- Queríamos pedir al Presidente de la Comisión del Patrimonio su evaluación sobre la 
ley de patrimonio cultural, es decir, qué piensa acerca de ella, ya que nos parece que no está adecuada 
a la realidad; pero ya se habló al respecto. De todas formas, creemos que hay que dotar a la Comisión 
de una dirección con asesoramiento, porque cuando hay mucha gente a veces se vuelven poco 
ejecutivas y terminan no dando respuestas. 


Nos gustaría saber con qué recursos cuenta la Comisión hoy por hoy, es decir, qué es lo que tiene 
materialmente a mano como para poder instrumentar una política al respecto. También quisiéramos saber si 
se han fijado algunas líneas generales de acción -ya no en lo económico- por parte de la Comisión de 
Patrimonio. Eso me lleva de la mano al tema del patrimonio submarino. Más allá de que la Comisión no 
tenga la responsabilidad directa, nos preocupa saber qué posición tiene la Comisión sobre todo el patrimonio 
que se encuentra bajo agua. Si no recuerdo mal, algún buscador nos manifestó que hay una posición 
determinada de la Comisión, que yo quisiera aclarar. Me refiero a preservar el patrimonio aunque quede bajo 
agua. 


Si el Presidente de la Comisión me lo permite, y aprovechando la presencia del Subsecretario, quisiera hacer 
una pregunta con relación a otro tema, que no necesariamente debe ser respondido ahora, pero sí queremos 
trasmitir nuestra inquietud. Me refiero al llamado a licitación de los servicios satélites del Canal 5. ¿Será 
posible conseguir información al respecto en algún momento? 


SEÑOR ESMORIS.- Quiero hacerme eco de la preocupación en el sentido de que la legislación está 
perimida en términos de actualización y desafíos contemporáneos de la Comisión. La opinión sobre el 


diseño institucional es compartida por el resto de los integrantes de la actual Comisión, 
independientemente de la persona que esté. Me refiero a que es demasiado deliberativa y poco 
ejecutiva. Sí necesita de un asesoramiento y de personas muy idóneas; no hay una sola persona, un 
"Leonardo Da Vinci" -entre comillas- que pueda definir todos estos temas, como en tantas otras áreas 
del quehacer de la humanidad. 


En relación a los recursos, debo decir que hay cuarenta y siete funcionarios en la Comisión del Patrimonio 
divididos en cuatro grandes áreas para todo el país: el taller de restauración, el departamento de arqueología, 
el departamento de arquitectura y la parte administrativa. El presupuesto de funcionamiento de la Comisión 
de Patrimonio es de US$ 40.000 al año y las inversiones posibles son de US$ 200.000 anuales. Como podrán 
darse cuenta es una cifra totalmente insignificante. 


Personalmente asumí el desafío de la restricción; el único desafío que me duele -el Subsecretario también lo 
dijo- son los bajos salarios de algunos profesionales, en particular y concretamente el de algunos arqueólogos 
y el de los restauradores. Ellos son los que cobran más bajos sueldos: entre $ 4.000 y $ 6.000. Voy a poner un 
ejemplo muy conocido. La restauración de los murales del Saint Bois que están colgados en la Torre de 
ANTEL se hicieron en el taller de restauraciones de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y 
Cultural de la Nación, donde la Jefa del Departamento gana $ 7.000 por mes. Se trata de un trabajo 
extremadamente delicado, donde cada pieza supera varios centenares de miles de dólares; se trabaja sobre 
esos grandes riesgos. Otro caso son las profesiones arqueológicas de Botnia, Ence y Terminal Cuenca del 
Plata que son inversiones de un porte muy alto. Estamos hablando de una dedicación similar a la que tiene un 
artista, donde la tarea y la ocasión prima por encima del entorno económico. Pero todo tiene un límite, y 
estamos llegando a él. 


Me parece muy interesante la pregunta acerca de si tenemos una orientación. La tenemos. Nunca imaginé 
estar en este cargo, pero algo había escrito sobre la priorización en el patrimonio del valor de uso y del valor 
de socialización de los bienes patrimoniales. Esa es la orientación principal, que se ha impartido a todos los 
integrantes de la Comisión, en el sentido de una comunicación lo más directa posible con toda la ciudadanía. 
Valor de uso significa apropiación por parte del ciudadano de los bienes patrimoniales, es decir la mayor 
apertura y el mayor conocimiento, al mismo tiempo que asumir la ampliación del concepto de patrimonio. 
Uno de los ejemplos, que para algunas personas resultó polémico, aunque fue bastante unánime según las 
opiniones vertidas por la opinión pública, es el caso del Día del Patrimonio del año pasado, cuando se 
homenajeó a Carlos Solé y se reconoció el paisaje sonoro del relato de fútbol. Algo que es bastante difícil de 
explicar es que los bienes inmateriales también forman parte del patrimonio. 


Otra de las orientaciones ha sido trabajar con antelación. Los cuatro años lanzamos el Día del Patrimonio en 
mayo, en el Congreso de Intendentes. Esta es otra cuestión de política patrimonial. El futuro diseño 
institucional -esta es una opinión personal- tiene que incluir a las Intendencias dentro de la nueva Comisión 
como nuestros aliados. No hay política patrimonial sin la presencia activa y permanente de las Intendencias. 
Creo que de lo contrario no es posible llevar adelante estos emprendimientos, porque las que hacen cumplir 
las normas de forma directa son las Intendencias. Por ese motivo, en la carpeta para el Día del Patrimonio de 
este año están las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura y, además, cada uno de los Intendentes y 
Directores de Cultura. Estos no son signos en vano sino que van mostrando una nueva política patrimonial. 
Asimismo, la asunción de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultura de la Nación tuvo lugar 
en Fray Bentos, en el departamento de Río Negro, como manera de marcar la descentralización, que es otra 
de las políticas que queremos subrayar. 


En cuanto a los buques hundidos, como dije, no es prioridad para la Comisión el patrimonio sumergido. Esto 
se nos impone por las normas vigentes. El patrimonio arqueológico que está en tierra, como el del Catalán en 
Artigas o en Salto o el del Cerrito de los Indios, que tiene que ver con la vida de los ciudadanos que están 
alrededor, es más importante porque tiene que ver con las historias de comunidades y situaciones concretas 
que pueden ser socializadas. El valor de uso y el valor de apropiación cultural es más fácil que el que está 
bajo el mar, que es muy costoso de recuperar. 


De todas formas, creemos que es posible conquistar acuerdos internacionales. Al respecto, tenemos 
documentación sobre ofrecimientos de la Universidad de Southampton, de Inglaterra. Asimismo, el Gobierno 
español propuso trabajar en conjunto, ya que tenemos una historia compartida, y así lo marca la Convención 
de UNESCO. Sin embargo, la normativa vigente no nos permite llevar adelante ese tipo de acuerdos. De esa 


manera, el interés científico y cultural sería prioritario. No excluimos las finalidades de lucro, pero para eso 
hay que declarar quiénes son los inversores. Así lo marca la legislación chilena, que es bastante madura y en 
la cual nos podemos inspirar. Además, se establece que si hay especialistas extranjeros también debe haber 
nacionales. Esas dos condiciones obligatorias de la legislación chilena son importantes. Esto puede ser 
consultado en nuestra página web. 


Nosotros estamos lejos de tener ese diseño institucional porque lo que nos sucede cotidianamente no nos da 
tiempo para poder proyectarnos. 


Si bien nuestras aguas dificultan la visión del trabajo -en ese sentido debo reconocer públicamente la proeza 
y el despliegue logístico del grupo de buzos que extrae, no rescata, porque nunca hubo rescate cultural-, 
tienen el mérito de que los bienes allí depositados están estabilizados y no se destruyen. Se destruyen cuando 
son retirados de allí. El ejemplo más visible lo pueden comprobar en el telémetro del Graf Spee, que fue 
extraído con una gran exposición mediática pero luego fue abandonado por los propios buscadores de tesoros 
responsables debido a que requería procesos extremadamente costosos. En el mundo hay cuatro o cinco 
buques extraídos del mar. Uno de ellos es un buque escandinavo de origen vikingo que tiene una subvención 
anual que supera el millón de dólares para su mantenimiento. 


Todas las afirmaciones sobre la rentabilidad turística que pueda tener cobrar una entrada para el ingreso a un 
museo no están justificadas. No tenemos un turismo cultural sino de playa. El turismo cultural es 
extremadamente mínimo, y no hay ningún plan de factibilidad acerca de que la visita de turistas, cobrando 
una entrada, vaya a permitir un ingreso económico que logre sustentar los bienes que se extraigan del mar. 


SEÑOR BRUNO.- Se ha hablado de los bienes inmateriales. Hace unos días se votó en la Cámara -creo 
que no tiene la sanción completa- la ratificación de la Convención de UNESCO. No sé si es materia de 
la Comisión, pero quiero plantear la preocupación sobre la música uruguaya de la década del sesenta, 
que hoy está en estudios particulares. Inclusive, nos hemos enterado de que se han ido vendiendo los 
archivos. Quisiera saber qué se puede hacer con respecto a ese material que podría ser interesante. 


SEÑOR ESMORIS.- Creo que el señor Diputado se refiere a un sello discográfico que fue comprado 
por una transnacional. Estoy al tanto y estamos trabajando en eso. Comparto su preocupación. Ahí 
hay un tema de propiedad, porque los contratos marcan treinta o más años para la reproducción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Legislatura pasada, en la que el señor Subsecretario era Diputado, se 
trabajó el tema de los derechos de autor, que había estado durante catorce años a consideración del 
Parlamento. Parte de la temática tiene que ver con la ley que se votó en el Período pasado. 
Compartimos la inquietuud planteada. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Simplemente quiero dejar una nota al 
pie de página. 


El Consejo de Derechos de Autor está en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, y fue renovado 
completamente en este Período. La Presidencia es ejercida por el doctor Alfredo Scafati. Estamos haciendo 
un enorme esfuerzo para respaldar el trabajo y la gestión de esta Comisión. Asimismo, esta Comisión está 
integrada por miembros honorarios. En la Rendición de Cuenta aparecen respaldos importantes y aspiramos 
que en ese aspecto, la Cámara de Representantes ratifique la decisión de la Cámara de Senadores. Además, 
estamos haciendo un enorme esfuerzo de capacitación a efectos de tener expertos en derechos de autor 
porque, entre otras cosas, es un tema gravitante en toda negociación comercial bilateral porque integra lo que 
se denomina la propiedad intelectual. En ese sentido, la Comisión de Derechos de Autor integra un grupo 
interestatal de propiedad intelectual que está en funcionamiento. 


Respondiendo a la preocupación planteada por el señor Diputado Bruno en cuanto al Servicio Nacional de 
Televisión, una Unidad Ejecutora del Ministerio, debemos señalar que estamos dispuestos a proporcionar 
toda la información ya sea de manera informal, semi informal -como se plantea ahora- o formal, a través de 
un pedido de informes detallado, porque las preocupaciones de los señores legisladores también son nuestras. 
No vemos en la solicitud de un pedido de informes ningún tipo de agresión política ni de otra naturaleza, 


porque entendemos que solicitarlos y responderlos es parte de lo que hace a la transparencia de una gestión 
del Estado en su conjunto. 


SEÑOR ÁLVAREZ LÓPEZ.- Estuve reflexionando acerca de lo que acababa de plantear el señor 
Diputado Bruno y estaba leyendo la versión taquigráfica de la Comisión cuando nos visitó el señor 
Collado. Lamentablemente, en dicha ocasión tuve la mala fortuna de no poder asistir porque no me 
encontraba en el país. Me gustaría contar con el CD que el señor Collado dejó en poder de la Comisión 
porque no lo pude ver. Según la versión taquigráfica de la Comisión de fecha 19 de abril del corriente 
año, cuando compareció el señor Collado dijo: "Ahora, estamos chocando abiertamente con la 
Comisión de Patrimonio Histórico; no con la Comisión, sino más precisamente con una oficina que es 
la que la asesora, la Oficina de Arqueología, que nunca ha hecho un trabajo de arqueología 
submarina". 


Quisiera saber cuáles son estos choques y si existe algún tipo de objeción más allá de lo estrictamente formal 
con respecto a los formatos de los derechos y las propiedades de la Comisión. El señor Esmoris hablaba del 
valor cultural de los cascos de barcos hundidos, pero creo que hay otro tipo de valor, que es el económico. 
Entonces, quisiera saber hasta qué punto realmente una voluntad que se expresa a través del rescate cultural 
puede transformarse en otro tipo de rescate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que dicha versión taquigráfica fue enviada en 
tiempo y forma a la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación. 


SEÑOR ESMORIS.- Sí, la hemos recibido. 


En primer lugar, debo decir que no fue nada feliz la expresión del señor Collado con respecto a los 
arqueólogos de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación y en alguno en 
particular, pues tirarse al agua no significa hacer un trabajo arqueológico. Al principio se trabaja sobre la 
documentación antes que con el objeto. Como son fetichistas o tienen interés netamente económico, la 
destreza de tirarse al agua parece ser el centro; esta es la fantasía que han vendido en los medios de 
comunicación. También tenemos un arqueólogo buzo que se ha tirado muchas veces al agua y tiene 
investigaciones publicadas, algo que no es tan frecuente. 


En segundo término, desde el punto de vista económico -este es un tema que me gustaría que se considerara 
con el Ministerio de Economía y Finanzas; nosotros lo hemos tratado con la Armada-, el Estado uruguayo no 
ha ganado dinero sino que lo ha perdido. Por parte de los buscadores de tesoros se ha dicho públicamente -y 
ha sido refrendado por algún Presidente- que se podía llegar a pagar la deuda externa. No existe ninguna 
documentación probatoria de que debajo del mar haya el dinero que se dice que hay. El asunto es que este 
tema mueve una fantasía que todos tenemos, y me incluyo. Yo para salir de esa fantasía tuve que trabajar 
durante meses y desconfiaba de lo que los arqueólogos me decían. 


La fantasía mediática es una fantasía que todos podemos tener y que nos pasa, por ejemplo, cuando 
caminamos por una playa y vemos restos de un barco. No hay documentación probatoria de que debajo del 
mar exista esa cantidad que no se sabe cuánto es. Ninguna de las cifras que se han manejado públicamente se 
sabe en base a qué están sustentadas. 


Utilizando la expresión de una canción de Jaime Ross "El hombre de la calle", muchas veces cree y dice que 
ahí abajo hay una cantidad de plata que está perdida; al respecto, no hay nada probatorio. En las reuniones 
con la Armada, hicimos las cuentas de lo que ha costado a la Comisión del Patrimonio de la Armada, los 
puestos de trabajo, las horas-hombre y lo que el país ha recabado de lo vendido, y vemos que el Estado 
uruguayo recaudó alrededor de US$ 1:500.000 y gastó en veinte años mucho más que esa cifra en atender las 
solicitudes de quienes tienen los permisos. Quiere decir que es un negocio negativo. Además, de todo esto, el 
Estado perdió un juicio que superó el US$ 1:000.000. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Abonando las expresiones del señor 
Esmoris, quiero señalar cuál ha sido la actitud del Ministerio de Educación y Cultura y de la Comisión 
del Patrimonio, que fue la de estar abierta permanentemente al diálogo. 


En más de una oportunidad, tanto la Presidencia de la Comisión del Patrimonio como la Subsecretaría, hemos 
contestado por teléfono planteamientos referidos a buques. No solo decimos que estamos abiertos al diálogo 
sino que efectivamente hemos trabajado mucho en el tema buques. En ese sentido, queremos resaltar que la 
actitud del Ministerio no es la de tener "encontronazos” -entre comillas- con nadie, sino que es la de 
salvaguardar el interés general, que es la responsabilidad de esta Secretaría de Estado irrenunciable, 
indelegable e intransferible. 


Sin perjuicio de reconocer que el afán de lucro es un motivo legítimo de cualquier habitante o empresa, debe 
hacerse, como es natural, en el marco del derecho y en el marco de respeto de la normativa vigente que 
preserva no solo los afanes de lucro -no lo digo peyorativamente- sino también otro tipo de bienes que son 
importantes para la comunidad. 


Entonces, con esa amplitud y con esa actitud de apostar al diálogo vamos a trabajar firmemente en lo que nos 
parece que es la defensa de una política cultural del Estado. Es un pacto cultural general básico que ciertos 
bienes los tenemos que preservar a efectos de seguir construyendo la identidad nacional. 


SEÑOR MUSETTI.- El señor Presidente de la Comisión manifestaba hace un rato que el patrimonio 
submarino no estaba dentro de las prioridades, que las prioridades eran otras. En razón de lo que 
recién decía el señor Subsecretario de Educación y Cultura, quisiera preguntar si dentro del marco 
legal, dentro del marco normativo actual o futuro, pueden llegar a ser compatibles la preservación del 
patrimonio submarino y la explotación o el hecho de conseguir lucro por estos bienes que integran el 
patrimonio submarino del Estado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Ni el Ministerio ni la Comisión están en 
la posición fundamentalista de que no se puede tocar absolutamente nada. No es esa la lógica. Pero 
tampoco nos parece que la solución sea librar la acción sin ningún tipo de protocolo, sin ningún tipo de 
establecimiento de normativas de preservación y mantenimiento del patrimonio histórico y artístico 
que eventualmente pueda estar en las aguas de los mares en los que Uruguay tiene jurisdicción. La 
Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación está trabajando en un proyecto 
de reglamentación que estaría balanceando adecuadamente estos límites. 


No se nos escapa que este balance criterioso y ponderado en el que la Comisión está trabajando, y que con 
seguridad será homologado por el Ministerio y posteriormente por el Poder Ejecutivo, no va a satisfacer a 
quienes curiosamente quieren tener, por un lado, una garantía del Estado a fin de que se preserve el espacio 
físico y temporal para su búsqueda -y lo exigen-, pero al mismo tiempo no aceptan ningún tipo de control de 
su producción o de reglamentación sobre la extracción o el supuesto hallazgo que puedan realizar. Tenemos 
esto presente, pero consideramos que debemos lograr la adecuada conjugación de la protección de estos dos 
derechos y no dejar esto librado a la inexistencia absoluta de reglamentación. 


SEÑOR ESMORIS.- Esta preservación se estipula en el caso del Hipódromo de Maroñas, del Hotel del 
Prado o de la instalación, que está aprobada, de un restorán en el Teatro Solís con fines de lucro, así 
como para la empresa Petrobras que acaba de comprar el gas y ya inició un proceso de recuperación. 
Como dijo el señor Subsecretario, queremos tener un protocolo, una tradición de abordamiento 
cultural, que no nos venga impuesta, como nos viene impuesta a través de una normativa que no tiene 
origen cultural, sino netamente especulativo económico y que prácticamente no tiene potestades 
culturales. 


SEÑOR BRUNO.- Lo que decían recién los invitados es muy interesante a efectos de saber si para la 
recuperación de algunas obras, que creo ha sido muy importante, ha habido alguna exoneración 
tributaria. Sería muy interesante saber si cuando la Comisión no tiene los recursos necesarios, cuenta 
con herramientas, que no son dinero en el bolsillo, como para poder llevar adelante emprendimientos 
de este tipo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Por un lado, la exoneración impositiva 
para ese tipo de proyectos se maneja bajo la normativa vigente. Puede darse, por ejemplo, la 
incorporación de equipos bajo admisión temporaria, lo que permite que puedan desarrollarse en el 
país sin el pago de tributos aduaneros o gravámenes de otra naturaleza; asimismo, un proyecto de estas 


características puede ser considerado de interés nacional y contar con la exoneración específica de 
determinados gravámenes por parte del Ministerio de Economía y Finanzas. Pensamos que la 
reglamentación de la ley de mecenazgo cultural, establecida por el Presupuesto Nacional, estará pronta 
a la brevedad para ser firmada por los señores Ministros de Economía y Finanzas, de Turismo y 
Deporte, de Industria, Energía y Minería, de Relaciones Exteriores y de Educación y Cultura. De esa 
manera se posibilitará, eventualmente, una línea de trabajo en ese marco específico de autorización de 
recursos de la sociedad uruguaya a través de una vía determinada como es la ley de mecenazgo que 
ustedes, como legisladores, aprobaron en el Presupuesto Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agracedemos muchísimo la presencia del señor Subsecretario de Educación y 
Cultura y del señor Presidente de la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la 
Nación, señor Manuel Esmoris. 


Como siempre, esta Comisión queda a sus órdenes. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Educación y Cultura y el Presidente de la Comisión del 
Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación, señor Manuel Esmoris.) 


—— Quiero informar acerca de algunos asuntos antes de incorporarlos al orden del día. 


Me gustaría incluir en el orden del día de la próxima sesión dos de los asuntos que tiene a estudio esta 
Comisión. El tratamiento de uno de ellos fue planteado por los Diputados de Rivera -me lo recuerda cada 
tanto el señor Diputado Fernández; lo mismo hará el señor Diputado Machado, del Partido Colorado- y tiene 
que ver con la escuela "Paraguay". La consideración de este punto nos ha sido reclamado con insistencia. 


El otro punto es un proyecto que viene de la Legislatura pasada, del ex legislador del Partido Nacional José 
María Mieres, que establece la obligatoriedad de entregar a la Biblioteca Nacional dos ejemplares de los 
libros que se publiquen. 


(Diálogos) 


——=EEl ex legislador hizo algún agregado. El título del proyecto es el siguiente: "Textos de carácter técnico o 
educativo importados o publicados en el país.- Se establece la obligatoriedad de entregar dos volúmenes de 
cada uno al Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública". Quiere decir 
que, como bien acotaba el señor Diputado Álvarez López, además de los ejemplares destinados a la 
Biblioteca Nacional se agregan los del CODICEN. 


Esosson los dos asuntos que quería incluir. 


El señor Diputado Álvarez López nos había solicitado incluir el punto relativo al COCAP, Consejo de 
Capacitación Profesional. También habíamos incorporado el proyecto denominado "Educación Inicial, 
Educación Primaria y tres primeros años de Educación Media.- Obligatoriedad". 


SEÑOR ÁLVAREZ LÓPEZ.- Al inicio de la sesión había solicitado incorporar este tema al orden del 
día, lo cual fue votado, y considerarlo luego de recibir a la delegación del Ministerio de Educación y 
Cultura. Luego de conversar con los demás miembros de la Comisión, entendimos conveniente 
trasladar este punto, en la medida de lo posible, al primer lugar del orden del día de la próxima sesión 
de la Comisión, con el compromiso, también en la medida de lo posible, de resolverlo en esa instancia a 
fin de que pueda ser elevado al plenario cuanto antes, pues la necesidad de resolver este tema es 
urgente, tal como recién lo manifestaron inclusive los representantes del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo en el punto, procederemos en consecuencia. 


(Apoyados) 


Con respecto al proyecto relativo a la educación inicial, se trata de una iniciativa que viene del Senado, 
donde fue votado por unanimidad. Si mi información no es errónea, es un proyecto del Diputado y a veces 


Senador Washington Abdala, que establece en tres artículos la obligatoriedad de la educación para los niños 
de cuatro años. Es simplemente eso. No sé si hoy estamos en condiciones de avanzar en el tema, o quedaría 
para la próxima sesión. 


SEÑOR BRUNO.- Ya habíamos hablado al respecto en una sesión anterior. No recuerdo si se trata del 
mismo proyecto. 


Voy a argumentar lo mismo que decía en aquel momento. Más allá de que en lo conceptual podemos estar de 
acuerdo, creo que tendríamos que invitar a la Comisión a las autoridades del CODICEN para saber en qué 
medida puede responder a esta iniciativa. Seguramente, vendrá del Poder Ejecutivo -fue anunciado 
públicamente- el proyecto relativo a la obligatoriedad de la educación física. Son temas similares en cuanto a 
la instrumentación. Debemos conocer en qué medida hay capacidad edilicia, recursos humanos y demás 
como para poder responder. Digo esto porque a veces, más allá de que nosotros lo creamos muy conveniente 
y que desde el punto de vista teórico esté muy bien, nos preocupa votar leyes a las que después sea difícil dar 
respuesta. 


Tal vez pueda haber alguna argumentación que nos haga cambiar de idea, pero entendemos que sería 
conveniente no aprobar este tipo de iniciativas sin contar con la visión de las autoridades de la enseñanza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Diputado y el resto de los colegas están de acuerdo, podemos 
consultar a las autoridades del CODICEN en cuanto al alcance y las posibilidades de la puesta en 
práctica de esta iniciativa. Inclusive, podemos valorar su presencia en la Comisión para informarnos 
con respecto a este tema específico. 


(Apoyados) 


SEÑORA COSTA.- Quería saber si existe la posibilidad de averiguar qué tipo de educación a distancia 
tiene instrumentado el CODICEN para las zonas rurales más aisladas. Me parece correcta la 
obligatoriedad de la enseñanza inicial en las zonas urbanas, pero hay que considerar lugares en los 
cuales la escuela más cercana está a diez kilómetros. Es imposible pedir a un niño de cuatro años que 
haga cuarenta kilómetros por día para ir a la escuela. Sé que no obliga a los padres -salvo por el hecho 
de que no pueden cobrar la asignación-, pero sí obliga a las organizaciones de enseñanza a que 
atiendan a esos niños. Así como es obligatorio que atiendan a los niños de zonas urbanas, creo que 
habría que instrumentar alguna cosa para que esa educación llegue a las zonas rurales. De lo 
contrario, al final de cuentas, siempre el niño criado en la zona rural viene con un "handicap" en 
contra con relación al otro. 


SEÑOR MUSETTI.- Pensamos que esta iniciativa debería ser tratada no mucho más allá en el tiempo, 
porque entendemos que cuando se sanciona este tipo de proyecto, convirtiéndose en ley, y apuntando a 
lo que decía la señora Diputada Costa, obliga a las organizaciones de enseñanza a prever los recursos 
necesarios y a implementar las políticas pertinentes para llegar al cumplimiento de lo sancionado en el 
Presupuesto. 


Por lo tanto, creo que se podría allanar el camino haciendo la consulta por escrito al CODICEN sobre este 
punto, para evitar su presencia en la Comisión. Creo que con esa respuesta estaríamos en condiciones de 
poder expedirnos sobre el proyecto que viene de la Cámara de Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me acota la señora Secretaria de la Comisión que la iniciativa original fue del 
Diputado Washington Abdala -Senador a la hora de proponerlo en esa Cámara-, pero el que aprobó la 
Comisión del Senado por unanimidad fue un sustitutivo presentado por la Senadora Percovich. 
Seguramente se hicieron modificaciones al texto original y la Comisión acordó un texto sustitutivo. 


Propongo enviar a ANEP, concretamente al CODICEN, este tramo de la versión taquigráfica para su 
consideración, a fin de que conozcan estrictamente las inquietudes de los señores legisladores. Podemos 
coordinar con ellos una respuesta por escrito o, eventualmente, la presencia de las autoridades para analizar 
estos temas. 


SEÑOR YANES.- También enviaríamos el proyecto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda. Incluiremos el proyecto. 


Tenemos varias solicitudes de entrevista. Una de ellas me parece particularmente importante recibirla a la 
brevedad, porque se me ha solicitado varias veces la posibilidad de concurrir a la Comisión. Se trata de gente 
vinculada al tango como actividad cultural, concretamente, la Federación Uruguaya del Tango. Se nos 
propuso presentar un proyecto de ley que estableciera un determinado día del año, no importa cuál, como día 
del tango. Como ustedes saben, hay cierta rivalidad con Argentina en torno a la figura de Gardel y al origen 
del tango. Esta Federación pretende que haya un día de celebración. 


En lo personal entendí que esto no debería ser una iniciativa de ningún legislador o partido en particular, 
porque evidentemente trasciende cualquier frontera partidaria. Es por eso que solicité que concurrieran a la 
Comisión para que ellos directamente hicieran el planteo y que no sea ninguno de nosotros en particular el 
que quede embanderado con la propuesta. De manera que si todos están de acuerdo, los estaríamos citando a 
la brevedad. 


(Apoyados) 


SEÑOR ÁLVAREZ LÓPEZ.- Reitero la solicitud que hace ya un tiempo vengo planteando a fin de 
convocar cuanto antes al Instituto de Arqueología y Antropología de la Facultad de Humanidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece bien, a estas dos delegaciones las incluiremos en la siguiente 
sesión. En primer lugar serían convocadas las autoridades de COCAP y luego estas dos visitas. 
También estarían dentro del orden del día los asuntos vinculados a Paraguay y al envío de unos libros a 
la biblioteca de ANEP. 


Hay otro punto del orden del día en relación con los criterios a adoptar para la nominación de escuelas y 
liceos. 


SEÑOR CUADRADO.- Yo estaría preparado para debatir al respecto, pero me decía el señor Diputado 
Alvarez López que la señora Diputada Castro y algún otro legislador estaban muy interesados en el 
tema por lo que, en definitiva, planteo que se posponga su tratamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una nota enviada a la Comisión por la Organización Mundo Afro- 
Artigas. 


(Se lee) 


Esta es una solicitud para que el Presidente de la Comisión o alguien, en su defecto, concurra a exponer. 
Tiene fecha 4 de agosto. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


———Fuera de la versión taquigráfica el señor Diputado Yanes proponía encomendar al señor Presidente de la 
Comisión que se comunique con la Organización Mundo Afro-Artigas a fin de trasmitirle la dificultad que 
tiene el Parlamento en esa fecha, debido a que para el 31 de agosto está prevista la interpelación al señor 
Ministro del Interior, doctor José Díaz. Como sucede en estas actividades del Parlamento, no es clara la 
finalización de esa interpelación ni el tiempo que pueda llevar. No obstante, el señor Diputado Álvarez López 
nos hace llegar su inquietud de concurrir él, en caso de que la sesión de la Cámara de Diputados lo permita. 


Por lo tanto, si estamos de acuerdo, propongo a la Comisión que se designe al señor Diputado Alvarez López 
en su representación quien, en función del transcurso de la interpelación, podrá asistir o no a dicho evento. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


